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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de marzo del año 2011 dos mil once. . . . 
V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 454/2010-JN promovido por el ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, quien se ostenta como Apoderado General legal de la persona moral denominada “Vivienda del Rincón” Sociedad Anónima de Capital Variable; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue presentado oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación a la actora del oficio impugnado, que fue el 21 veintiuno de octubre del año 2010 dos mil diez; sin que de las constancias contenidas en los autos de la presente causa administrativa, se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del oficio impugnado se encuentra debidamente acreditada en autos, con el original de dicho documento (mismo que obra en el secreto de este Juzgado y que es visible en autos, en copia certificada, a foja 42 cuarenta y dos), mismo que al haber sido ofrecido y admitido como prueba a la actora se le  otorga pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público expedido por las autoridades demandadas en el ejercicio de sus atribuciones, aunado al hecho de que las autoridades demandadas reconocen expresamente su emisión, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La personalidad con la que comparece, a este proceso, el ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, es como Apoderado Legal de la sociedad mercantil denominada “Vivienda del Rincón”, Sociedad Anónima de Capital Variable, lo que acredita con la Escritura Pública número 27,716 veintisiete mil setecientos dieciséis; de fecha 7 siete de julio del año 2008 dos mil ocho, tirada ante la fe del Licenciado Miguel Ángel Contreras Zaragoza, titular de la Notaría Pública número 4 cuatro en legal ejercicio de la adscripción de San Francisco del Rincón, Guanajuato (localizable en autos a fojas 13 trece a 14 catorce); en la cual se hizo constar que el ciudadano José de Jesús Hernández Villalpando, en su carácter de Administrador Único de la sociedad mercantil antes mencionada; otorgó poder general para pleitos y cobranzas y actos de administración, a favor del ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, autorizándolo de una manera expresa para que lleve a cabo cuantos actos y gestiones sean propios de un mandatario, como se establece en dicha escritura en su segundo párrafo. . . . . . . 

Escritura que, en copia certificada por el Notario Público número 100 cien de este Municipio, Licenciado Jorge Arturo Zepeda Orozco; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código; lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano en comento, comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Aunado a lo anterior, la personalidad que ostenta el ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, es reconocida por las autoridades demandadas, tal y como se advierte del contenido del propio oficio impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que la poderdante del actor, mediante Escritura Pública de fecha 15 quince de julio del año 2010 dos mil diez; adquirió por contrato de compra-venta del ciudadano Benito Galván López, el inmueble consistente en la parcela número 194 Z-1 P1/1, con superficie de 2-44-15.99 hectáreas (dos hectáreas, cuarenta y cuatro áreas, quince punto noventa y nueve centiáreas) ubicada en el Ejido La Joya de este municipio, quedando inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Partido Judicial de León, Guanajuato, bajo el folio real 10,360 (diez mil trescientos sesenta). Lo anterior lo acredita el actor, con la copia certificada de dicha escritura que obra en autos a fojas 31 treinta y uno a 35 treinta y cinco, misma que hace prueba plena por ser un documento público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, respecto de dicha parcela, con fecha 20 veinte de octubre del 2010 dos mil diez, la parte actora solicitó al Director de Fraccionamientos le expidiera la licencia de factibilidad de uso del suelo (palpable a foja 40 cuarenta). Solicitud a la cual dan respuesta las autoridades demandadas, a través del oficio ahora impugnado, mediante el cual le comunican que no se está en posibilidad de otorgar lo solicitado, en virtud de que este Municipio de León, si tiene interés de ejercer el derecho de preferencia sobre el inmueble descrito en el párrafo que antecede, argumentando que lo anterior le fue informado al ciudadano Benito Galván López, mediante oficio DU/DG/01/250/2010 de fecha 11 once de junio del 2010 dos mil diez (localizable en el expediente, a foja 39 treinta y nueve). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Respuesta que la parte actora considera ilegal, toda vez que, en primer lugar, estima que es incongruente respecto de lo solicitado; y, en segundo término, que se encuentra indebidamente fundada y motivada; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . 

SEXTO.-  Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado,  ya que señalan que no se afectan los intereses jurídicos de la parte actora, ya que no acredita su personalidad, pues afirman que el Administrador Único de la sociedad le confirió al actor el poder para pleitos y cobranzas, pero que la Escritura Constitutiva de la sociedad mercantil de referencia es omisa en precisar si el Administrador Único cuenta con las facultades para otorgar poderes. . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia señalada, ya que la falta de personalidad de ninguna manera puede equiparase a la no afectación de los intereses jurídicos del actor; amén de que de la lectura de la Escritura Constitutiva de la persona moral denominada “Vivienda del Rincón”, Sociedad Anónima de Capital Variable, de fecha 7 siete de junio del año 2002 dos mil dos y aportada por la parte actora (visible en copia certificada a fojas 16 dieciséis a la 26 veintiséis del expediente de la presente causa administrativa); se advierte en la cláusula Décima Cuarta de sus estatutos, que el Administrador Único sí cuenta con la facultad de dar y revocar poderes generales y especiales, en específico en lo referente a poderes para pleitos y cobranzas, (visible en el reverso de la foja 18 dieciocho del expediente); luego entonces, la facultad controvertida no está en duda; sí encontrándose entonces, debidamente acreditada la personalidad de quien comparece en juicio, aunado al hecho de que, como ya se dijo al analizar la personalidad en el Considerando Cuarto, las autoridades demandadas reconocieron la personalidad del ciudadano José de Jesús Hernández Martínez, en el propio oficio impugnado, al referirlo: “EN ATENCION A JOSE DE JESUS HERNANDEZ MARTINEZ CON PODER GENERAL”, de ahí que se considere que no se actualiza la causal de improcedencia invocada . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, las demandadas también hacen valer la causal de improcedencia señalada en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; fracción que se refiere a que el acto impugnado es inexistente; al considerar que la actora, se ostenta como propietaria de una licencia de factibilidad de uso de suelo, lo cual es inexistente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza de forma alguna la causal de improcedencia señalada; pues, en primer lugar, la señalada causal, solamente puede resultar fundada cuando se demuestre que no existe el acto que se impugna, siendo por demás evidente que en la especie, sí existe el acto impugnado; que es el oficio número DU/DF-4518/10 de fecha 21 veintiuno de octubre del 2010 dos mil diez, tal y como se plantea en el Tercer Considerando de esta misma resolución; y, en segundo término, porque las autoridades demandadas se equivocan en suponer que la parte actora se ostenta como propietaria de una licencia; toda vez que lo que el actor puntualiza en el inciso c) del punto VI (hechos), es que hay un reconocimiento en el oficio impugnado, de que la propiedad del inmueble respecto del que se niega la licencia, es a favor de su poderdante; razones por las que no se actualiza la causal que se pretende hacer valer. . . . . . . . . . . . . . . . . .

Refieren también las demandadas autoridades, que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, concatenada con el artículo 262, fracción II, del ordenamiento en mención; toda vez que la parte actora no especificó que medio de impugnación interpuso, señalando además que debió requerírsele para que aclarara su escrito para que especificara si optaba por el recurso de inconformidad o por el proceso; o bien, turnarlo a la autoridad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se actualiza la causal de improcedencia referida, en razón de que la parte actora sí refirió que promueve proceso administrativo, (visible en segundo párrafo de foja 1 uno); anotando además los preceptos relativos al proceso administrativo que sustentan su demanda; sin que en ninguna parte se haga referencia al recurso de inconformidad; por lo que no se actualiza la causal hecha valer, al carecer de razón las autoridades demandadas en su argumentación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por último, hacen valer las demandadas, la causal que se contiene en la fracción VII del artículo 261, en relación con lo dispuesto en el artículo 265, también en su fracción VII, ambos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado, al señalar que es requisito de la demanda, contener los conceptos de impugnación en contra del acto o resolución que se combate; toda vez que estiman que, de los que manifiesta la actora, no se desprende una relación lógica tendiente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió. . . . . . . 

No se actualiza tampoco la causal que aducen las demandadas; pues como se aprecia del escrito de demanda, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que son motivo de análisis  al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . 
Asimismo, este Juzgador no advierte, la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida entrar al estudio del fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora respecto de la resolución impugnada; precisándose que por encontrarse estrechamente relacionados entre sí, se analizan los 3 tres. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el primero, en lo esencial, la actora refiere que se vulnera en su contra lo dispuesto en los artículos 223 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato y 90 de la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, señalando además que: . . . . . . 

“... en ninguno de ellos se estipula que es necesario para el promovente anexar que sea respetado el derecho de preferencia en favor del municipio...”. . . 

“En ese tenor..., al negarle a mi representada una licencia de Factibilidad de Usos de Suelo sustentándose en que el Municipio pretende hacer valer el derecho de preferencia consignado en el artículo 89 de la Ley Agraria y 47 de la Ley General de Asentamientos Humanos, es a todas luces ilegal y carente de derecho, ya que el momento adecuado... para hacer valer el mencionado de derecho... es en la ... enajenación de terrenos ejidales...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el segundo, manifiesta que la resolución que se impugna no cumple con el requisito de congruencia que debe tener cualquier acto de autoridad, mismo que se prevé en la fracción IX del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  pues la licencia de factibilidad de uso de suelo solicitada, no guarda relación alguna con el ejercicio del derecho de preferencia dispuesto tanto en la Ley Agraria como en la Ley General de Asentamientos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo en el tercero señala que la resolución que se impugna, se encuentra indebidamente fundada y motivada, ya que como sustento de la negativa del otorgamiento de la licencia solicitada, se citaron preceptos de la Ley Agraria y de la Ley General de Asentamientos Humanos, lo que resultaba indebido y deja a la poderdante del actor en estado de indefensión. . . . . . . . . . . . 
Por su parte, las autoridades señaladas como demandadas, al contestar la demanda, manifestaron que: “...el acto impugnado... si bien fue emitido en base al artículo 8 octavo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ... también fue expedido de acuerdo a lo establecido en el artículo 90 fracción I, inciso c) del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano ... el que establece que en la solicitud debe señalarse el uso o destino actual y el que se pretenda dar en el área o predio y como lo confiesa el propio actor... fue omiso en señalar el uso que pretendía dar a la parcela... ” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para quien resuelve, una vez revisados el acto impugnado y las constancias que integran el expediente del proceso administrativo; los conceptos de impugnación analizados conjuntamente, en los aspectos que se destacaron, resultan fundados; toda vez que efectivamente, el oficio impugnado, mediante el cual el Director de Fraccionamientos, con el visto bueno del Coordinador de Asuntos Jurídicos, negó a la poderdante del actor, la licencia de factibilidad de uso de suelo que solicitó respecto de la parcela número 194 Z-1 P1/1, con superficie de 2-44-15.99 hectáreas (dos hectáreas, cuarenta y cuatro áreas, quince punto noventa y nueve centiáreas) ubicada en el Ejido La Joya de este municipio, manifestándole que la Dirección General de Desarrollo Urbano, en representación del Municipio de León, sí tiene interés en ejercer el derecho de preferencia sobre dicha parcela, se encuentra insuficiente e indebidamente fundada y motivada; pues como bien lo refiere el actor, se vulneran en su perjuicio lo dispuesto en los artículos 223 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato y 90 de la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, preceptos en los que se regula lo referente a los requisitos que el particular debe cubrir para obtener la licencia de factibilidad de uso de suelo, tales como anexar la información y documentos pertinentes, así como el procedimiento marcado en la ley para su trámite; en los que tal y como lo plantea la actora, no se advierte de los mismos, como una razón válida para negar el otorgamiento de la licencia de factibilidad de uso de suelo de un inmueble, el hecho de que el Municipio manifieste tener interés en ejercer el derecho de preferencia sobre el mismo, pues como se señala, en los artículos citados se establece el tramite y los requisitos; y en todo caso la negativa debía haberse fundado en algún incumplimiento en dichos requisitos ó tramites, pero no en el argumento esgrimido, que permite vislumbrar, que en realidad se encuentra indebida e insuficientemente motivada la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, tal resolución es además incongruente, como bien lo dice la parte actora, pues la autoridad demandada aplicó a la petición formulada, el artículo 89 de la Ley Agraria para negar el otorgamiento de la licencia solicitada por la misma, dicho precepto establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 “Artículo 89.- En toda enajenación de terrenos ejidales ubicados en las áreas declaradas reservadas para el crecimiento de un centro de población, de conformidad con los planes de desarrollo urbano municipal, en favor de personas ajenas al ejido, se deberá respetar el derecho de preferencia de los gobiernos de los estados y municipios establecido por la Ley General de Asentamientos Humanos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que la petición formulada fue para obtener la licencia de factibilidad de uso de suelo, y no se trataba ya de una enajenación, sino que la enajenación ocurrió al celebrarse el contrato de compraventa entre el ciudadano Benito Galván López y la persona moral actora; lo que se plasmó en la escritura pública número 36,125 treinta y seis mil ciento veinticinco, de fecha 15 quince de julio del 2010 dos mil diez, referida en el Considerando Quinto de esta sentencia. Escritura en la que en su Declaración I Primera, fracción g), el vendedor, Benito Galván López, señala que en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 89 de la Ley Agraria y 47 de la Ley General de Asentamientos Humanos, notificó al Municipio de León, su intención de enajenar por primera vez su parcela, manifestando dicha autoridad su intención de adquirir el inmueble, pero sin cumplir lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 47 de la señalada ley, en el sentido de que no se garantizó el pago respectivo, por lo que finalmente vendió el inmueble a la poderdante del actor en el presente proceso, artículo 47 de la Ley en comento que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“ARTICULO 47.- Las entidades federativas y los municipios tendrán en los términos de las leyes federales y locales correspondientes, el derecho de preferencia en igualdad de condiciones, para adquirir los predios comprendidos en las zonas de reserva señaladas en los planes o programas de desarrollo urbano aplicables, cuando éstos vayan a ser objeto de enajenación a título oneroso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para tal efecto, los propietarios de los predios o en su caso, los notarios, los jueces y las autoridades administrativas respectivas, deberán notificarlo a la entidad federativa y al municipio correspondiente, dando a conocer el monto de la operación, a fin de que en un plazo no mayor de treinta días naturales, ejerzan el derecho de preferencia si lo consideran conveniente, garantizando el pago respectivo.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Luego entonces, resulta por demás incongruente que las autoridades demandadas, estando ya consumada la compraventa entre el ejidatario de nombre Benito Galván López, y la empresa mercantil denominada “Vivienda del Rincón” Sociedad Anónima de Capital Variable, incluso habiendo ya recibido la Tesorería Municipal, la declaración para el pago del impuesto sobre traslación de dominio, el pago de dicho impuesto y la apertura de la cuenta predial número 03AR02954001 (cero-tres-A-R-cero-dos-nueve-cinco-cuatro-cero-cero-uno), respecto de la multicitada parcela y a nombre de la sociedad mercantil en mención, según se encuentra debidamente acreditado con las copias certificadas de la declaración para el pago del impuesto sobre traslación de dominio y el recibo oficial AA 0102903 (cero-uno-cero-dos-nueve-cero-tres), que a fojas 36 treinta y seis y 37 treinta y siete, obran en el presente sumario y a los que se les da pleno valor probatorio al estar concatenados entre sí y con la escritura pública, mediante la cual adquiere “Vivienda del Rincón” Sociedad Anónima de Capital Variable, la parcela número 194 Z-1 P1/1, del Ejido La Joya; todavía nieguen el otorgamiento de la licencia de factibilidad de uso de suelo solicitada, bajo el argumento de que este Municipio, sí tiene interés en ejercer el Derecho de Preferencia sobre esa parcela, cuando si bien es cierto que al propietario primitivo se le hizo saber ese interés, cierto es también que no se encuentra acreditado que se haya garantizando el pago respectivo; incluso si así se hubiere hecho, no es a través del oficio impugnado y negando la licencia de factibilidad solicitada, el que la autoridad pueda buscar el que quede sin efectos la compraventa celebrada entre el ciudadano Benito Galván López y la representada del actor, toda vez que si las autoridades estiman que no se les respetó el derecho de preferencia que les concede la Ley Agraria, podrán acudir a exigir ese derecho, en la vía y ante las autoridades competentes. . . . . . . . . . . . .    

Es por todo lo antes expuesto que resultan fundados los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, trayendo como consecuencia que al estar el oficio materia de la litis -mediante el cual se niega el otorgamiento de la licencia de factibilidad de uso del suelo solicitada-, fundado en el artículo 89 de la Ley Agraria y en la Ley General de Asentamientos Humanos y motivado con el argumento de que sí se tiene interés en ejercer el Derecho de Preferencia, cuando la parcela, respecto de la que se solicita la licencia, ya fue enajenada, dicho oficio esté indebidamente fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto cabe precisar que por la debida motivación debe entenderse como las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento; y por fundamentación: “la cita del precepto exactamente aplicable al caso concreto, citando el párrafo, fracción o inciso pertinente.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundados los conceptos de impugnación analizados, es dable concluir que, al encontrarse indebidamente fundado y motivado  el oficio impugnado, se actualiza la causal de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretar la nulidad del oficio número DU/DF-4518/10 de fecha 21 veintiuno de octubre del 2010 dos mil diez, mediante el cual le negó la licencia de factibilidad de uso de suelo respecto de la parcela número 194 Z-1 P1/1, ubicada en el Ejido La Joya de este municipio; para el efecto de que el Director de Fraccionamientos lo deje insubsistente y subsanando la irregularidad cometida, en plenitud de competencia, dicte otro en el que, debidamente fundado y motivado - aportando fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente y sin considerar el interés que el Municipio tuvo de ejercer el Derecho de Preferencia sobre la parcela antes descrita-, dé respuesta congruente a lo solicitado por la poderdante del actor, de acuerdo lo establecido en la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato y, en su caso, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, ello en virtud de que se trata de la solicitud de licencia de factibilidad de uso de suelo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de nuestro máximo Tribunal en el País, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De lo pretendido por la parte actora, se encuentra lo referente al reconocimiento del derecho a que se le otorgue la licencia de factibilidad de uso del suelo solicitada; lo que encuadra dentro de lo previsto en la fracción II del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A este respecto, este Juzgador estima que no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno; pues al no cumplir el acto impugnado con los requisitos formales de la debida fundamentación y motivación, ni con el elemento de validez de ser congruente de acuerdo a lo solicitado; impide a este juzgador, entrar al estudio del fondo, para resolver sobre la legalidad de la negativa; por carecerse de los elementos necesarios para ello; pues desconocidos los fundamentos y motivos aplicables al caso concreto, los mismos no pueden ser objeto de apreciación jurídica alguna; aunado al hecho de que tal aspecto será objeto del nuevo acto que emita la autoridad demandada, para no dejar incierta la situación jurídica del justiciable, de no resolver lo pedido; así como que tales acciones, quedan condicionadas a la emisión del nuevo acto; todo lo anterior en congruencia con la jurisprudencia que la letra dice: . . . . . . . . .  

"INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos. No. Registro: 191,245. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XII, Septiembre de 2000; Tesis: 2a./J. 79/2000: Página: 95; Tesis de jurisprudencia 79/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto del año dos mil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Así como en el criterio emitido por la Cuarta Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación intitulada “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 172 ciento setenta y dos señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES DE RECONOCIMIENTO DE UN DERECHO Y PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS. Decretada la nulidad del acto reclamado por violaciones de forma y condenando a la autoridad a emitir un nuevo acto purgando esos vicios, es incuestionable que las acciones de reconocimiento de un derecho y el pago de daños y perjuicios se encuentran condicionados a la emisión del nuevo acto, puesto que la demandada debe en primera instancia respetar la garantía de audiencia del actor y posteriormente fundar y motivar debidamente su nuevo acto; en consecuencia, no ha lugar a adoptar ninguna medida adecuada para el pleno restablecimiento  de las acciones que nos ocupan. (Exp. 6.04/04. Sentencia de fecha 8 de octubre de 2004. Actor: Claudia María del Refugio Benítez Rodríguez). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior, el resaltar que tampoco este juzgador puede pronunciarse sobre el reconocimiento del derecho de “Vivienda del Rincón”, Sociedad Anónima de Capital Variable, a que se le otorgue la licencia de factibilidad de uso de suelo; toda vez que, por una parte es una facultad discrecional de la autoridad competente, el expedir o negar dicha licencia: y, por otra parte, no acredita de forma alguna, el que haya satisfecho los requisitos y presentado los documentos que, para obtener dicha licencia, se enumeran en el artículo 90 de la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, toda vez que en la solicitud que hace al Director de Fraccionamientos, consta el sello de recepción sin hacer referencia a anexo alguno, lo que impide tener la certeza de los haya anexado a la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción III, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad del oficio número DU/DF-4518/10, de fecha 21 veintiuno de octubre del 2010 dos mil diez; para el efecto de que el Director de Fraccionamientos lo deje insubsistente y subsanando la irregularidad cometida, en plenitud de competencia, dicte otro en el que, debidamente fundado y motivado - aportando fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente y sin considerar el interés que el Municipio tuvo de ejercer el Derecho de Preferencia-, dé respuesta congruente a la solicitud de licencia de factibilidad de uso de suelo realizada por “Vivienda del Rincón”, Sociedad Anónima de Capital Variable, de acuerdo lo establecido en la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato y, en su caso, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. Lo anterior atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el reconocimiento de un derecho; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Octavo de este mismo fallo. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
